RECOMENDACIÓN RELATIVA A LA LUCHA CONTRA LAS DISCRIMINACIONES EN LA ESFERA DE LA ENSEÑANZA

COMPLEMENTO AL INFORME SOBRE EL DERECHO A LA EDUCACIÓN
La Constitución política de Colombia consagra en su artículo 13 la igualdad de todos los colombianos ante la ley y rechaza la “..discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica.” En el artículo 44 consagra el derecho a la educación como derecho fundamental de los niños y en el artículo  67 como “..servicio público que tiene una función social..”. El Estado debe garantizar el acceso al servicio público educativo, así como la permanencia en él, tanto de los niños y niñas como de los jóvenes y adultos, sin distinciones de raza, género, ideología, religión o condición socioeconómica. En Colombia nadie pude ser excluido del servicio educativo por motivos económicos, sociales y/o culturales.
El Ministerio de Educación Nacional se propone en el marco de La Revolución Educativa, elevar la cobertura  con la creación de 1.5 millones de cupos educativos, dando especial atención a la población mas vulnerable, como un mecanismo para asegurar mayor equidad en la prestación del servicio. Esto implica la necesidad de impulsar políticas que garanticen incrementos lineales y graduales en cobertura y calidad de los diferentes niveles de educación.

Para cumplir este objetivo, el Plan Nacional de Desarrollo Educativo define tres políticas básicas:

1 Ampliar la cobertura educativa

2 Mejorar la calidad de la educación

3 Mejorar la eficiencia del sector educativo

Para el desarrollo de estas políticas se realizan dos programas básicos: la reorganización del sector y la destinación de recursos adicionales.

Fortalecer el proceso de reorganización de las entidades departamentales y municipales y de las instituciones educativas, mediante la mejor distribución y utilización de los recursos del Sistema General de Participaciones, de tal manera que se asegure un mayor balance y equidad en la distribución de los recursos físicos, humanos y financieros y la óptima utilización de la capacidad instalada. 

El proceso de reorganización se inició como política nacional en el 2000. La Ley 715 de 2001 estableció el marco jurídico necesario para poder ser aplicado en todo el país. Las entidades territoriales y el Gobierno Nacional trabajan para identificar los beneficiarios y la modalidad de ampliación de cobertura que sea apropiada para cada región.

Los beneficiarios directos de este plan son los colombianos que hacen parte de lo que la Ley General de Educación (ley 115) identificó como las poblaciones vulnerables, personas que, por su naturaleza o por determinadas circunstancias, se encuentran en mayor medida expuestos a la exclusión, la pobreza y los efectos de la inequidad y la violencia de todo orden, en general son poblaciones que presentan graves carencias económicas, sociales y culturales. Ver Ley 115 TITULO III. Modalidades de atención educativa a poblaciones. CAPITULO 1. Educación para personas con limitaciones o capacidades excepcionales. CAPITULO 2. Educación para adultos. CAPITULO 3. Educación para grupos étnicos. CAPITULO 4. Educación campesina y rural. CAPITULO 5. Educación para la rehabilitación social 

La política para atender a las poblaciones vulnerables, surge del conocimiento y valoración de las condiciones específicas que afectan a estas poblaciones, razón por la cual el Ministerio de Educación Nacional ha emitido numerosas orientaciones y existe una voluminosa normatividad que define y precisa los alcances del servicio. 
El Ministerio de Educación ha expedido los Lineamientos de política para la atención educativa a poblaciones vulnerables con el fin de brindar orientaciones y herramientas a las entidades territoriales para que, a través de las secretarías de educación, logren avanzar en sus procesos de organización de la oferta; selección, asignación y cualificación de docentes y etnoeducadores; coordinación de acciones necesarias para identificar y caracterizar estas poblaciones  dentro y fuera del sistema, proponer orientaciones pedagógicas para elaborar y adecuar currículos; implementar, identificar, desarrollar y adaptar modelos educativos flexibles y pertinentes, crear herramientas pedagógicas y didácticas; definir canastas educativas, formar a funcionarios, directivos docentes y docentes, entre otros. 

En este marco, se establecieron 3 Programas prioritarios para el periodo 2002-2006: 

1.- “Acceso a la educación de la población vulnerable” con el objetivo de ampliar el acceso a la educación de la población de áreas rurales, de la población desplazada por la violencia y desvinculada del conflicto armado, la población étnica, la población de fronteras y los niños con discapacidad.
Meta:  518.000 Cupos generados
2.- “Mejoramiento de la calidad educativa para poblaciones vulnerables y modelos educativos” cuyo objetivo es brindar herramientas para impartir educación de calidad y pertinencia a las poblaciones tradicionalmente excluidas del sistema educativo, para garantizar su permanencia en el mismo. 
Meta: 688.790 alumnos beneficiados con modelos pedagógicos que garantizan pertinencia y permanencia

3.- “Centros Regionales de Educación Superior” es un modelo para llevar educación superior

con calidad a las regiones marginales del país, cuyo punto de partida es el diálogo y el acervo cultural de las regiones. Los CRES se conciben como una alianza en la que participan el Gobierno, la sociedad civil y la academia, con un objetivo común: generar oportunidades de desarrollo social y económico a comunidades marginales. Su meta del  2002-2006 es generar 16,500 Cupos para atención educativa de esta población
A continuación se enumera la Legislación, las políticas y los programas relevantes para cada uno de estos grupos:
Población afectada por la violencia: 
El impacto generado por el desplazamiento forzoso causado por el conflicto armado,  cuyo poder desestructurante se evidencia en la vida cotidiana, el bienestar social, en la infraestructura social y productiva y en la institucionalidad y el estado de derecho, exige respuestas creativas y acciones correctivas que se traduzcan en legislación, políticas públicas e instrumentos idóneos para enfrentar sus consecuencias.

De acuerdo con lo anterior, el Gobierno Nacional expide la Ley 387 del 18 de julio de 1997, por la cual se dictan medidas para la prevención al desplazamiento forzado, la atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia. 

Esas medidas fueron materializadas a través del plan de acción para la prevención y atención al desplazamiento forzado, con el documento 3057 de noviembre de 1999  del CONPES y la sentencia SU-1150 de 2000, a partir de la cual se publica el decreto 2569 de 2000, que reglamenta la Ley 387 parcialmente. De esta forma, el Gobierno Nacional cuenta con un sustento jurídico en el cual se soporta la atención a la población desplazada, donde se señala la prioridad de dicha atención.  

De manera específica para el sector educativo, la Ley 387 en su articulo 19, establece la obligatoriedad para el Ministerio de Educación y las secretarias de educación  departamentales, distritales y municipales, en la adopción de programas educativos especiales para las víctimas del desplazamiento forzado, y con la expedición del decreto 2562 de 2001 se crean beneficios en el sector educativo, para apoyar a la población escolar desplazada.    

Paulatinamente se han desarrollado otras normas que atienden a las necesidades específicas de esta población tales como:
Decreto 173/98 Se adopta el Plan Nacional para la atención a la población desplazada
Decreto 2562 de 2001  Derechos básicos de las personas víctimas del desplazamiento forzado.
Decreto 3222 de 2003 Reglamenta  art. 22 Ley 715 de 2001
Decreto 2562 de 2001 Reglamenta Ley 387 de 1997 sobre Prestación del Servicio Educativo a la población desplazada por la violencia se estableció una ruta de acceso inmediato a la educación para la población. 
Resolución 2620 de 2004 Por la cual se establecen directrices, criterios y procedimientos para la prestación del servicio educativo a niños, niñas y jóvenes desvinculados del conflicto armado y menores de edad hijos de personas desmovilizadas de grupos armados al margen de la ley.
Desde 1998 el Ministerio de Educación Nacional establece el Programa de Atención Educativa a la población desplazada 
Población rural: 
El artículos 64 de la Ley General de Educación establece: “Con el fin de hacer efectivos los propósitos de los artículos 64 y 65 de la Constitución Política, el Gobierno Nacional y las entidades territoriales promoverán un servicio de educación campesina y rural, formal, no formal e informal, con sujeción a los planes de desarrollo respectivos. 
Para apoyar los programas de educación en las zonas rurales el Ministerio de Educación Nacional realiza desde el año 2000 el “Proyecto de Educación Rural” –PER- mediante un Préstamo del Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento (BIRF) y su implementación está fijada para un período de 9 a 12 años, en tres fases de 3 a 4 años cada una: 1ª implementación y aprendizaje, 2ª expansión y sostenibilidad y 3ª expansión y consolidación. El PER busca complementar los programas anteriores mediante la ampliación del acceso a la educación de la población en las áreas rurales a través de la aplicación de metodologías pedagógicas que reconozcan sus condiciones y particularidades. El desarrollo de este programa está basado en la aplicación de modelos educativos ya probados (Escuela Nueva, Posprimaria Rural, Sistema de Aprendizaje Tutorial-SAT, Servicio Educativo Rural-SER) y en algunos modelos más novedosas (Telesecundaria y Aceleración del Aprendizaje).

El PER financia el desarrollado estrategias pedagógicas de preescolar escolarizado, semiescolarizado y no escolarizado, con el fin de brindar una educación más pertinente a los niños de 5 años de las zonas rurales.
Con el fin de complementar los beneficios de este programa el Ministerio de Educación Nacional trabaja en coordinación con la Presidencia de la República, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar –ICBF y las administraciones departamentales y municipales en el fortalecimiento del programa “Familias en Acción”, 
el cual paga durante tres años y cada dos meses, 93 mil pesos a las madres con hijos menores de 7 años para nutrición, 28 mil pesos por niño para educación en primaria y 56 mil pesos para bachillerato por menor.

Con Familias en Acción, el Gobierno Nacional busca cumplir una de sus metas en materia social como es la superación de la situación de pobreza de cinco millones de colombianos. A la fecha, 622 mil familias ubicadas en 887 municipios ya están gozando de los beneficios del mismo. Entre ellas figuran 121.000 en condiciones de desplazamiento; las demás pertenecen al estrato socioeconómico uno. 
Las cifras de impacto presentadas por Familias en Acción son: aumento del 15% en el consumo de alimentos, incremento de 8 mil pesos mensuales en el gasto en educación, aumento del periodo de lactancia con efectos positivos en el nivel nutricional de los menores de 2 años, mayor asistencia a los controles de crecimiento y desarrollo, aumento de la taza de asistencia escolar de los niños entre 7 y 17 años tanto en zonas rurales como urbanas, los hogares beneficiados tienden a movilizarse menos hacia otros municipios, reducción de las tazas de natalidad, mayor participación social de las mujeres, aumento importante en la taza de empleo, complementación con otros programas institucionales.

Población con necesidades educativas especiales: 
Para promover la de la integración académica y social de esta población la Ley 115  en su artículo 47 relacionado con la Educación para personas con limitaciones o capacidades excepcionales ha definido:
"En cumplimiento de lo establecido en los artículos 13 y 68 de la Constitución Política y con sujeción a los planes y programas de desarrollo nacionales y territoriales, el Estado apoyará a las instituciones y fomentará programas y experiencias orientadas a la adecuada atención educativa de aquellas personas a que se refiere el artículo 46 de esta ley”.

Decretos 2082 de 1996 y  2247 de 1997 sobre el carácter formal, no formal e informal de la Educación Especial y  fija su integración al desarrollo humano.
Decreto 3011 de 1997 Reglamenta la educación de adultos y establece que los programas de educación básica y media de adultos tenga en cuenta lo normado en Decreto 2082 de 1996
Decreto 3012 de 1997 brinda orientaciones para la integración escolar de educandos con limitación auditiva y recomienda a las Normales Superiores tener en cuenta estas poblaciones en su currículos y planes de estudio.
Decreto 3020 de 2002,  Reglamentario de la Ley 715 de 2000 orienta sobre los criterios del MEN en la fijación de la planta de personal cuando se requiere atención a estudiantes con necesidades especiales.
Resolución 2565 de 2003 Otorga la responsabilidad de la atención educativa a población con necesidades especiales a las entidades territoriales.
Ley 762 de 2002 por la cual se aprueba la "Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad", suscrita en la ciudad de Guatemala, Guatemala, el siete (7) de junio de mil novecientos noventa y nueve (1999).
En el 2005 se desarrollaron herramientas como el Indicador de Buenas Prácticas de Educación Inclusiva, orientaciones pedagógicas para todos los tipos de discapacidad, y la divulgación del Braille, Ábaco y Lengua de Señas Colombiana. Adicionalmente, se capacitaron 838 docentes en la atención pertinente a estudiantes con discapacidad o con capacidades excepcionales y se repartieron alrededor de 400 canastas de apoyo.

Jóvenes y Adultos analfabetos.
Decreto 3011 de 1997 Por el cual se establecen normas para el ofrecimiento de la educación de adultos y se dictan otras disposiciones.
Decreto 0114 de 1996 Por el cual se reglamenta la creación, organización y funcionamiento de programas e instituciones de educación no formal.
El Ministerio de Educación busca atender a la población joven y adulta iletrada mediante la implementación del programa de alfabetización y educación básica primaria para jóvenes y adultos iletrados en las entidades territoriales que tiene como objetivo garantizar el acceso y permanencia de población analfabeta joven y adulta al sistema educativo formal, por lo menos hasta el grado 7º en los departamentos con mayores índices de analfabetismo, ofreciendo la formación ocupacional y ciudadana que sea pertinente a la población adulta, según la región donde se encuentren. La meta entre el 2002 y 2006 es alfabetizar a 420.000 jóvenes y adultos. Para el año 2015, se espera reducir a la mitad la tasa de analfabetismo del país (alrededor de 1.000.000 de jóvenes y adultos alfabetizados entre el 2007 y el 2015). 

Para garantizar la sostenibilidad del programa de alfabetización se expidió la Directiva Ministerial 14 de 2004, la cual dispuso los lineamientos orientadores de una política nacional para la atención de jóvenes y adultos iletrados. Así, la resolución 097 de enero 2006 del  Consejo Nacional de Política Económica y Social – CONPES- desarrolla lo establecido en la directiva ministerial mencionada, autorizando el pago del 60 % de la tipología de los niños en edad regular por cada adulto atendido, lo cual significa un importante respaldo financiero para las instituciones educativas en su interés de atender población adulta. De esta manera se garantiza una financiación del 80% con recursos provenientes del presupuesto nacional y 20% de fuentes de cooperación internacional (UNESCO, OEI y Convenio Andrés Bello)
Población étnica: 
“Los integrantes de los grupos étnicos tendrán derecho a una formación que respete y desarrolle su identidad cultural”. Artículo 68 de la Constitución Nacional.
“Las comunidades indígenas son verdaderas organizaciones, sujetos de derechos y obligaciones, que, por medio de sus autoridades, ejercen poder sobre los miembros que las integran hasta el extremo de adoptar su propia modalidad de gobierno y de ejercer control social.” Sentencia de la Corte Constitucional. 
La ley General de Educación en su artículo 55 busca que el proceso educativo le permita a los pueblos étnicos ganar autonomía en el desarrollo de sus planes, programas y proyectos educativos, en su totalidad: abarcando desde la concepción hasta la evaluación y ganando espacios de concertación con otras culturas y otras instancias de la administración. Este artículo permite romper la modalidad de atención educativa tradicional integracionista impartida a los grupos étnicos, que inducía al educando a la negación de su cultura y abandono final de su comunidad y territorio. Además apunta a terminar con la discriminación frente a los estudiantes pertenecientes a los grupos étnicos dentro de las escuelas y colegios, por ser diferentes, al imponerles arbitrariamente el pensamiento occidental con grave deterioro de su cosmovisión y del pensamiento propio.
Decreto 1142 del 19 de junio de 1978. Por el cual se reglamenta el articulo 11 del Decreto-Ley 088 de 1976 sobre educación de las comunidades indígenas.
Decreto  804 del 18 de mayo de 1995. "Por medio del cual se reglamenta la atención educativa para grupos étnicos"
Ley 21 de 1991 Adopta el Convenio 169 de la OIT, Ginebra 1989 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes.
Ley 70 de 1993 Reglamentario del artículo 55 transitorio de la Constitución Política sobre la ubicación y conformación de territorios comunales para las comunidades negras y garantizar un proceso educativo acorde con las necesid ades y aspiraciones etnoculturales.
Decreto 140 de 2006 Por el cual se modifica parcialmente el Decreto 3323 de 2005 y se reglamenta el proceso de selección mediante concurso especial para el ingreso de etnoeducadores afrocolombianos y raizales a la carrera docente, s e determinan criterios para su aplicación y se dictan otras disposiciones
Decreto 3323 de 2005 Por el cual se reglamenta el proceso de selección mediante concurso para el ingreso de etnoeducadores afr ocolombianos y raizales a la carrera docente, se determinan criterios para su aplicación y se dictan otras disposiciones.
Decreto 1122 de 1998 Desarrollo de la Cátedra de Estudios Afrocolombianos en todos los establecimientos del país.
Decreto 804 de 1995 Reglamenta el capítulo 3 de la Ley 115 de 1994 Ley General de Educación.
Resolución 682 de 2006 Por la cual se modifica la Resolución No. 5285 de 2005 y se fija el cronograma para la aplicación de la prueba integral etnoeducativa para los concursos de méritos para seleccionar docentes y directivos docentes etnoeducadores afrocolombianos y raizales al servicio del estado.
Resolución. 5285 de 2005 Por la cual se revoca la resolución No. 4354 de 2005 y se fija el cronograma para la aplicación de la prueba integral etnoeducativa para los concursos de meritos para seleccionar docentes y directivos etnoeducadores afrocolombianos y raizales al servicio del estado. 
En este momento se pueden identificar algunos avances y retos de este proceso que surgió hace dos décadas como una alternativa educativa de los pueblos y comunidades étnicas:

· Se ha logrado el desarrollo una amplia normatividad relacionada con la educación de los grupos étnicos, mostrando una tendencia de la política educativa a reflejar la diversidad étnica y cultural de la Nación. 

· Se reconoce como un avance el desarrollo de experiencias etnoeducativas en distintas regiones del país, lo que evidencia un nivel de apropiación de la etnoeducación por parte de las comunidades educativas. Algunas de estas experiencias fueron galardonadas por el Ministerio de Educación Nacional como proyectos educativos institucionales significativos en 1999. Igualmente, cabe destacar procesos educativos que se construyen desde una perspectiva regional, basados la valoración de la diversidad cultural y biogeográfica del país, como la Red de Innovaciones Pedagógicas del Pacífico.

· Existe un movimiento académico y comunitario por la etnoeducación que se refleja en los distintos eventos y espacios para el debate pedagógico, en los procesos de formación ofrecidos por universidades y  organizaciones, en la conformación de grupos de estudio y redes de experiencias etnoeducativas y en las publicaciones que dan cuenta de la producción intelectual sobre el tema. Todo ello, está contribuyendo a la creación de una corriente de pensamiento sobre la etnoeducación y al debate pedagógico en el país.

· Otro avance lo constituye la implementación de los Lineamientos de la Cátedra de Estudios Afrocolombianos en distintos departamentos del país, a partir de la socialización de los Lineamientos Curriculares producidos por el Ministerio de Educación. Igualmente se han producido otras orientaciones y propuestas curriculares de la Cátedra por parte de secretarías de educación,  docentes y universidades.

· Finalmente se destaca la permanente interrelación que mantiene el Ministerio con las organizaciones de los Grupos étnicos, especialmente con la Organización Nacional Indígena de Colombia ONIC y con la Comisión Pedagógica Nacional para Comunidades Negras, órgano adscrito al MEN y en cuyos espacios se han desarrollado  sendos documentos de política para la atención educativa de estos grupos.

Población Fronteriza.
Compuesta por campesinos colonizadores e indígenas que viven en condiciones muy precarias y de extrema pobreza

La resolución 3155 de 2002 del Consejo Nacional de Política Económica y Social –Conpes- establece los lineamientos para el desarrollo de políticas de integración y desarrollo fronterizo.
Infancia 
De acuerdo con los artículos 16, 17, 18 y19 de la Ley General de Educación, el nivel de educación preescolar comprende, como mínimo, un grado obligatorio (transición) en los establecimientos educativos estatales. Sin embargo, al lograrse al menos 80% de la cobertura transición y en educación básica (1º a 9º), el Estado deberá ampliar gradualmente el acceso a los niveles de prejardín y jardín. Las entidades territoriales que cumplan con este requisito serán apoyadas con recursos adicionales para atender a estos niños a través de la contratación de la prestación del servicio. 
La educación preescolar formal es un servicio prestado por el Estado y también por los particulares. Con base en la información sobre asistencia escolar de la Encuesta Nacional de Hogares, en 1997 la matrícula en el “grado cero” ascendía a 696.000 niños, lo que corresponde a una tasa bruta de cobertura del 42%. En lo referente a la ampliación de la atención preescolar a los niños/as entre los 3 y 5 años de edad prevista en la Ley General de Educación, también se observa un avance durante la década de los años 90: de una tasa bruta de cobertura del 14% en 1990, se pasó al 30% en 1997. La diferencia entre la cobertura en áreas urbanas y rurales es muy alta: mientras que en la primera es del 38%, en la segunda tan sólo alcanza el 15%. La atención brindada por el sector privado se concentra en las áreas urbanas (56,5%), en donde la oferta oficial también es importante

En la actualidad el Ministerio de Educación Nacional realiza las siguientes actividades:

· Diseño de una prueba que medirá las habilidades, destrezas y conocimientos con que ingresan los niños y niñas al preescolar, 

· Formulación de lineamientos de política educativa formulados y socializados con diferentes entidades territoriales y actores del sector educativo. 

· Lineamientos pedagógicos formulados y socializados, 

· Una estrategia de formación inicial y en servicio para docentes con relación a competencias y estándares para la primera infancia. 

· Estándares para la primera infancia definidos, socializados y validados, que puedan ser utilizados en una prueba piloto. 

· Estrategia de fortalecimiento de los procesos de coordinación y concertación a nivel nacional y territorial para la implementación de la política educativa de primera infancia y su articulación con las políticas de protección, cuidado, salud y nutrición y con los planes de desarrollo de las entidades territoriales. 

El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar –ICBF-, dentro de su servicio de apoyo a la Primera Infancia, incluye acciones con las familias gestantes, con las madres lactantes y sus hijos hasta los 2 años y con grupos de niños menores de 6 años en modalidades de atención a saber: Programa de atención materno infantil, Hogares Comunitarios de bienestar, Hogares Infantiles, Jardines Comunitarios, Desayunos Infantiles y Recuperación Nutricional, fundamentalmente. La focalización de estos programas está en la población más vulnerable, población desplazada y reinsertada. 

Es importante anotar que actualmente el congreso de Colombia está debatiendo una política pública de primera infancia que busca determinar ampliación de coberturas, mejoramiento de calidad de programas, trabajo con familia, innovación, determinar  roles y responsabilidades intersectoriales e interinstitucionales. 

Mujeres. 

El sistema educativo colombiano en los últimos 50 años ha garantizado el acceso a la educación básica y media equitativamente entre niñas, niños y jóvenes, a tal punto que en este momento en las aulas escolares es mayor la población femenina que la masculina, sin embargo, la preocupación está en las diferencias en cuanto a calidad de la educación para niñas y niños pues los estereotipos sexistas se reproducen desde los primeros grados escolares y repercuten negativamente en el desarrollo integral de las capacidades,  intereses y potencialidades de las niñas, jóvenes y mujeres.
Educación sexual.
La educación sexual será impartida en cada caso de acuerdo con las necesidades psíquicas, físicas y afectivas de los educandos según su edad; tal como lo define la Ley 115 de Febrero 8 de 1994, Ley General de Educación. Artículo 14.

Dicha enseñanza se ¨…cumplirá bajo la modalidad de proyectos pedagógicos. La intensidad horaria y la duración de los proyectos se definirán en el respectivo plan de estudios¨, como lo explica el Decreto reglamentario 1860 de Agosto 3 de 1994. Artículo 36.
Según la Resolución No. 03353 del 2 de Julio de 1993:  ¨por la cual se establece el desarrollo de programas y proyectos institucionales de Educación Sexual en el país¨ el Ministerio de Educación Nacional estableció directrices para que todos los establecimientos educativos del país realizaran Proyectos institucionales de educación sexual, con carácter obligatorio. 

En este marco, entre 1999 y 2002 el Ministerio de Educación Nacional en Convenio con el Fondo de Población de Naciones Unidas –FNUAP-  ejecutó el Proyecto Col/99/P04: “Educación en Salud Sexual y Reproductiva de jóvenes y para jóvenes¨ cuyo objetivo fue la construcción y transferencia de contenidos y metodologías en Educación Sexual y Salud Sexual y Reproductiva, con énfasis en género y derechos sexuales, dirigido a jóvenes (escolarizados y no escolarizados) y  a agentes educativos en 5 departamentos del país.

A partir de 2005 se ejecuta el Convenio MEN - UNFPA COL/4R/306 proyecto: “Educación para la Sexualidad y Construcción de Ciudadanía: Hacia una Política Pública”
Estadísticas.
Los datos estadísticos generales sobre el Sistema Educativo Colombiano están disponibles en: http://www.uis.unesco.org/profiles/EN/EDU/countryProfile_en.aspx?code=1700
